
DECRETO 1853/85 Sobre excarcelación. 



REFORMAS PENALES PARA REDUCIR POBLACION CARCELARIA 

El siguiente es el texto del decreto por medio del cual se modifica el Código 
de Procedimiento Penal y se deja abierto el camino para que alrededor de cuatro 
mil presos que no ofrezcan peligrosidad y cuyas penas mlnimas no excedan de 
los dos años, obtengan su excarcelación: 

"Decreto No. 1853 de ju lío de 1985. Por el cual se dictan unas normas !Dbre 
procedimiento pena l. 

El presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facul'Eldes 
extraordinarias que le confiere la Ley 52 de 1984, y oído el concepto de la Comi­
sión Asesora creada por el artículo 3o. de la referida Ley, 

DECRETA: 

A RT. 1 o. - Flagrancia y cuasiflagrancia . Se entiende que hay flagrancia 
cuando la persona es sorprendida en el momento de cometer un hecho punible. 
Se considera en situación de cuasiflagrancia la persona sorprendida con objetos, 
instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundamentalrrente que ha come­
tido un hecho punible o participado en él; o cuando es perseguida por la autori­
dad; o cuando por voces de auxilio se pide su captura. 

A RT. 2o.- Captura en flagrancia o cuasi flagrancia. Quien sea sorprendido 
en flagrancia o cuasiflagrancia será capturado por la Polici'a Judicial o por cual­
quiera otra autoridad o persona y conducido en el acto, o a más tardar en el tér­
mino de la distancia, ante el juez competente para iniciar la investigación, a 
quien deberá rendir un informe sobre las causas de la captura. De este informe 
se dejará constancia en un acta que suscribirán el juez y quien haya realizado 
la captura. 

ART. 3o.- Captura obligatoria. En los procesos por los delitos de secuestro 
extorsivo, extorsión y terrorismo; por los delitos previstos en el Estatuto Nacio-
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nal de Estupefacientes sancionados con pena de prisión cuyo m fnimo ~a o exce­
da de dos (2) años; por los delitos tipificados en el Capítulo Primero del Título 
VII, del Código Penal, y en el decreto 2920 de 1982, el juez librará orden de 
captura para oir al sindicado en indagatoria. 

ART. 4o.- Captura facultativa o citación para indagatoria. En los procesos 
por delitos distintos de los señalados en el artículo anterior, sancionados con pena 
de prisión cuyo mínimo sea o exceda de dos (2) años, teniendo en cuenta las 
circunstancias específicas de agravación concurrentes, podrá librarse CJ"den escrita 
de captura contra el presunto sindicado para efectos de la indagatoria, si a juicio 
del instructor hubiere mérito para recibí ria, de conformidad con 1 o dispuesto 
en el artículo 381 del Código de Procedimiento Penal. 

Si no se considerare necesaria la captura, o si el delito mereciere pena de 
arresto o de prisión cuyo mfnimo sea inferior a dos (2) años, o pena no priva­
tiva de la libertad, se citará al sindicado y si éste no compareciera rendir indaga­
toria, será capturado para el cumplimiento de dicha diligencia. 

Cuando se trate de la situación prevista en el inciso segundo de este artículo, 
el procesado será puesto en libertad mediante auto de sustanciación, una vez haya 
rendido indagatoria. 

ART. 5o.- En los casos de homicidio y lesiones personales, cuando sea evi­
dente que el inculpado obró en legítima defensa, sólo podrá ordenarse la captura, 
cuando exista prueba de que la persona no concurrió a rendir diligencia de inda­
gatoria voluntariamente o por citación que haya hecho la autoridad competen­
te. 

En la misma forma se procederá cuando se trate de homicidio o lesiones per­
sonales ocurridos en accidente de tránsito y sea evidente que el imputado no 
actuó con culpa. 

ART. 60.- Cancelación de las órdenes de captura. El funcionario que haya 
impartido la orden de captura está en la obligación de cancelarla inmediata­
mente cesen los motivos que dieron lugar a ella, so pena de incurrir en causal 
de mala conducta, sancionable con destitución, previo el trámite previsto en las 
normas legales correspondientes, sin perjuicio de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

De la misma manera se procederá en los casos de declaratoria de reo ausen­
te, una vez se haya resuelto la situación jurídica de éste, siempre que no se dis­
ponga medida de aseguramiento. 

ART. 7o.- Definición de la situación juri'dica. Terminada la indagatoria 
y si se tratare de los casos previstos en el arHculo 3o. y en el inciso primero del 
arti'culo 4o. de este decreto, o de captura en flagrancia o cuasiflagrancia, la situa­
ción jurídica del aprehendido deberá definirse por auto interlocutorio, a más 
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tardar, dentro de los cinco (5) días siguientes, decretando medida de asegura­
miento si hubiere prueba que la justifique, u ordenando su libertad inmediata. 
En este último caso, el procesado suscribirá un acta en la que se comprometa 
a presentarse ante el juzgado cuando se le solicite. 

Si el procesado fuere dejado en libertad al término de la indagatoria, o hubie­
re sido declarado reo ausente, el plazo para resolver su situación juri'dica será 
hasta de diez (10) días. El juez dispondrá del mismo término cuando fueren cin­
co (5) o más las personas aprehendidas, siempre que la captura de todas ellas 
se hubiere realizado el mismo día. 

ART. 80.- Medidas de aseguramiento. Son medidas de aseguramiento para 
los imputables, la conminación, la caución y la detención preventiva, las cuales 
se aplicarán cuando contra el procesado resultare por lo menos una declaración 
de testigo que ofrezca serios motivos de credibilidad, según el artículo 236 del 
Código de Procedimiento Penal, o un indicio grave de responsabilidad. 

ART. 9o.- Conminación. La conminación consiste en el compromiso por 
el cual el procesado, so pena de incurrir en arresto inconmutable hasta de trein­
ta (30) di'as, se somete a cumplir las obligaciones que le imponga el juez al resol­
verle la situación jur(dica. Sólo procede para los delitos sancionados con arresto 
o pena no privativa de la libertad. 

ART. 100.- Cauciones. La caución puede ser juratoria o prendaria y se apli­
ca en relación con los delitos cuya pena mínima sea inferior a dos (2) años de 
prisión, o cuando se conceda la excarcelación, o cuando se profiera prirrer sobre­
seimiento temporal. 

ART. 110.- Caución juratoria. La caución juratoria se otorgará mediante acta 
en la que el procesado bajo juramento prometa cumplir las obligaciones que 
le hayan sido irrpuestas. Esta caución procederá cuando a juicio del juez el pro­
cesado no tenga recursos económicos para constituir caución prendaria . 

ART. 120.- Caución prendaria. Consiste en el depósito de dinero, cuya 
cuanHa se fijará teniendo en cuenta las condiciones económicas del procesado 
y la gravedad del hecho. 

La cuantía oscilará entre un mil pesos ($1.000) y el equivalente a doscientas 
(200) veces el salario mínimo mensual establecido por la autoridad competen­
te para el lugar donde haya ocurrido el delito. 

El dinero se depositará a órdenes del despacho respectivo, en el Banco Popu­
lar; donde éste no exista, en la agencia de la Caja Agraria y en defecto de ésta, 
en la Tesorería Municipal. 

ART. 130.- En las actas de conminación y de cauciones juratoria y pren-
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daria se consignarán las obligaciones que el procesado debe cumplir, de confor­
midad con el artículo460 del Código de Procedimiento Penal. 

A RT. 140.- Casos en que procede la detención preventiva. La detención 
preventiva procede en los siguientes casos: 

1. Cuando el delito que se imputa al procesado tenga prevista pena de pri­
sión cuyo mínimo sea o exceda de dos (2) años, teniendo en cuenta las circuns­
tancias específicas de agravación concurrentes, siempre que se den las exigen­
cias probatorias establecidas en el artículo 80. de este decreto. 

2. Cuando se trate de uno cualquiera de los delitos tipificados en el Capí­
tulo Primero del Título VII del Código Penal y del delito de enriquecimiento 
i 1 ícito. 

3. Cuando el procesado tuviere auto de detención o caución vigentes por 
delito doloso o preterintencional en otro proceso, aunque el del ita por el cual 
se proceda tenga pena de prisión cuyo mínimo sea inferior a dos (2) años, o pena 
de arresto. 

No procede la detención preventiva cuando exista evidencia de que el pro­
cesado obró en cualquiera de las circunstancias previstas en los artículos 29 y 
40 del Código Penal. 

A RT. 150.- Excarcelación. La excarcelación prevista en el numeral 3o. 
del artículo 44 de la Ley 2a. de 1984 no podrá negarse sobre la base de que el 
detenido provisionalmente necesita tratamiento penitenciario. 

ART. 160.- Excepciones a las normas sobre litertad provisional. No ten­
drán derecho a la libertad provisional prevista en el numeral 3o. del artículo 44 
de la Ley 2a. de 1984, los procesados por los delitos de secuestro extorsi\Q, 
extorsión y terrorismo; por los delitos tipificados en el Estatuto Nacional de 
Estupefacientes cuando tengan pena de prisión que sea o exceda de dos (2) años 
y por los delitos de enriquecimiento ilícito y los consagrados en el Capítulo 1 
del Título V 11 del Código Penal y en el decreto 2920 de 1982. 

ART. 170.- Excarcelación por demora en la celebración de la audiencia. 
El procesado tendrá derecho a excarcelación caucionada cuando hayan transcu­
rrido más de dos (2) años a partir de la ejecutoria del auto de proceder sin que se 
hubiere celebrado la correspondiente audiencia pública con jurado de concien­
cia, o más de un ( 1) año si no se hubiere celebrado la respectiva audiencia sin 
jurado. 

Se exceptúan de este beneficio los procesados por los delitos de secuestro 
extorsivo, extorsión y terrorismo y por los delitos tipificados en el Estatuto 
Nacional de Estupefacientes cuando tengan pena de prisión que sea o exceda de 
dos (2) años. 
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ART. 180.- Excepciones al artículo anterior. No habrá lugar a la excarcela­
ción prevista en el art(culo anterior cuando la audiencia se hubiere iniciado, así 
ésta se encuentre suspendida por cuaiquier causa y cuando, habiéndose fijado 
fecha para la celebración de !a misma, no se hubiere podido realizar por causa 
atribuible al r:rocesado o a su defensor. 

ART. 190.- Notificación del llamamiento a juicio al procesado. El auto 
de proceder se notificará personalmente al procesado, si estuviere detenido o 
si se presentare dentro de los dos (2) dlas siguientes a la expedición del auto. 
En caso contrario, se notificará al apoderado que lo haya venido asistitndo o, 
si no lo tuviere, al apoderado de oficio que le designe el juez, y con él se con­
tinuará el proceso. 

ART. 200.- Defensa del procesado. La persona que haya sido leglmente vin­
culada a proceso penal, cualquiera sea su situación jur(dica, podrá en cualquier 
momento designar apoderado o defensor, mediante poder debidamente autenti­
cado ante autoridad competente y dirigido al juez respectivo. 

ART. 210.- Pago de cauciones y multas. Las cauciones que deban hacerse 
efectivas y las multas que se impongan en el proceso penal se depositarán en dine­
ro, a órdenes del Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia, en las oficinas de 
la Caja Agraria del respectivo municipio, dentro del plazo fijado por el juez o 
funcionario o, en su defecto, dentro de los tres (3) d(as siguientes a la ejecutoria 
de la respectiva providencia. 

ART. 220.- Destino de las cauciones y multas. El valor de las cauciones y 
mu Itas que, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo anterior, ingresen al Fondo 
Rotatorio del Ministerio de Justicia se destinará a la construcción, reparación, 
mantenimiento y dotación de despachos judiciales y a programas de bienestar 
social de funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiocimal. 

ART. 230.- Vigencia del decreto y derogatoria de disposiciones contrarias. 
El presente decreto rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga los 
artículos 120, 182, 289, ordinales 9 y 11, 304, 426 (articulo 38, ley 2a. de 
1984), 427 (artículo 39, Ley 2a. de 1984), 437, 439 (art(culo 32, Ley 2a. de 
1984), 458, 459 (artículo 46, Ley 2a. de 1984), 461, 484, 485, 722, 724 y 
725 del Código de Procedimiento Penal, y las demás disposiciones que le sean 
contrarias. 

Comuníquese y cúmplase. Dado en Bogotá, D. E. a 8 de julio de 1985. 

Belisario Betancur. El ministro de Justicia, Enrique Parejo González; el minis­
tro de Hacienda y Crédito Público (E), Maria Mercedes Cuéllar de Mart(nez. 
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